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En anterior artículo (Publicaciones ICESI 
N'1 39) escribí sobre el revolcórllaboral 
manifestado de urgencia por el Gobier-
no Nacional, ahora con toda obligación 
me tengo que referir al revolcón legisla-
tivo ¡x>rque en nuestro país no sólo se 
ha modificado nuestro Código Sustanti-
vo del Trabajo. sino tambien que en la 
actualidad se eJ1Cuentran reformados 
sus fundamentos, refiriéndonos a la 
base institucional como es la Nueva 
Constitución Política de Colombia, que 
contiene importantes normas en mate-
ria laboral que indiscutiblemente han 
cambiado la infraestructura de nuestra 
legislación laboral. 
Trataré en este escrito de sintetizar e 
informar sobre los cambios constitucio-
nales con nuestra Nueva Carta, además 
de comentar también las facultades 
conferidas al Presidente de la República 
en virtud de la Ley 50 de 1990 por la 
cual se ha codificado la legislación sus-
tantiva y modificado el Código Procesal 
del Trabajo_ 
Hablando de normas constitucionales 
respecto del Nuevo Orden Constitucio-
nal el trabajo y su derecho (Articulos 25 
y 54 C.N.); su obligación social (Articulo 
25 C.N.) su libertad (Articules 17 y 26 
C.N.); también, el derecho de los traba-
jadores a participar en la gestión de las 
empresas (Articulo 57 C.N. ); la especial 
protección al trabajo (Artículos 25, 53, 
54, 58,..60, 83, 84, 86, 87, 215, 333, 
334, 336, C.N.); la igualdad ante la ley 
(Articulos 13 Y 43 C.N.); el derecho de 
asociación sindical (Artículos 38 y 39 
C.N.); personerla jurídica de los sindica-
tos (Articulos 14 y 39 C.N.) ; fuero sindi-
cal (Articulo 39 C.N.); el derecho de ne-
gociacion colectiva (ArticUlO 55 C.N.) ; 
el derecho de huelga (Artículo 56 CN); 
la obligación estatal de promover la so-
lución pacifica de los conflictos colecti-
vos de trabajo (Articulo 55 C.N.); la con-
certación laboral (Artículos 55 y 56 
C.N.); el derecho a la seguridad social 
(Articulo 48 C.N.); la expedición por el 
Congreso de un estatuto laboral que 
contenga, entre otros principios, los de 
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estabilidad laboral, favorabilidad y re-
nunciabilidad (Articulo 53 C.N.); la 
prohibición de modificar desfavorable-
mente la situación del único apelante 
(Articulo 31 C.N.); la prevalencia del de-
recho sustancial en las actuaciones ju-
diciales (Artículo 228 C.N.); conciliación 
y arbitramento (Articulo 116 C.N.); vi-
gencia de los convenios de la O.I.T. 
(Articulo 53 C.N.). 
La anterior secuencia de reformas nos 
afirma el criterio de que en la actualidad 
en nuestro sistema no existe un concep-
to de ley como antiguamente lo había, 
sino el ejercicio racional y técnico del 
poder político por medio de la ley. Ade-
más, aunque me he tornado aburridor 
y rutinario para mis lectores, también he 
tenido la intención de demostrarles "el 
inmenso poder de síntesis" de nuestra 
Honorable Asamblea Nacional Consti-
tuyente, pues el constituyente primario 
"Pueblo~ le entregó para su reforma una 
Constitución que contenía 218 artículos 
y nuestros constituyentes nos han de-
vuelto reformada una Constitución de 
más de 400 articulas, de los cuales unos 
son provisionales y 380 definitivos. 
Afortunadamente a ellos no se les ha 
confiado la evolución de la osamenta 
humana porque, de aproximadamente 
216 huesos que poseemos, gracias a 
su poder de síntesis andaríamos actual-
mente con cola. 
Comentaremos las facultades presiden-
ciales ejercidas en virtud de la autoriza-
ción concebida por la ley 50 de 1990. 
Mediante el decreto 1707 de 1991, el 
Gobierno Nacional reglamentó la ley en 
lo relacionado con el control y el funcio-
namiento de las empresas de servicios 
temporales, por cuanto la misma ley 
autoriza sólo a celebrar tres (3) clases 
de contratos con los usuarios de estas 
empresas. 
El primero de ellos se refiere a los que 
se traten de labores ocasionales. acci-
dentales o transitorias; el segundo 
cuando en la empresa se requiere reem-
plazar personal en vacaciones, licencia, 
o en incapacidad por enfermedad o ma-
ternidad; el tercero y último, para aten-
der a lo que podemos denominar picos 
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de producciÓn, ventas, transporte; como 
Jo son el día de la madre y el de amor 
y amistad, diciembre, semana santa 
respectivamente. 
El decreto 1738 de 1991 reglamentó el 
artículo 32 de la ley SO de 1990, estable-
ciendo las condiciones que los emplea-
dores deberian acreditar para obtener 
el período de gracia de diez años sin 
que se les decretara la unidad de em-
presa, acreditando ante el Ministerio de 
Desarrollo Económico de que se trata 
de una planta, factoría o unidad de pro-
ducción nuevas, ubicada en zona geo-
gráfica distinta de las del Distrito Espe-
cial de Bogotá, o en áreas metropolita-
nas y municipios cuya producción repre-
senta más de! 1% del valor agregado 
industrial certificado por el DANE, que 
desarrolla actividades de explotación 
económica, conexas, complementarias 
con otras unidades dependientes eco-
nómicamente de una misma persona 
natural o jurídica, pero si se trata de una 
Jurídica, debe acreditar el predominio 
económico entre la principal y la filial o 
subsidiaria 
La resolución 1718 de 1991 del Ministe-
rio de Trabajo obliga a las organizacio-
nes sindicales en formación, a la trami-
tación ante ese Ministerio de la inSCrip-
ción del sindicato en el registro sindical , 
cumpliendo con ciertos requisitos de for-
ma, pues se contempla el trámite del 
registro sindical. 
Una de las novedades de la ley 50 de 
1990 fue la extensión de 8 a 12 semanas 
de la licencia de maternidad. El Seguro 
Social modificó su reglamento de enfer-
medad general y maternidad, con el fin 
de facilitar el reconocimiento y pago de 
esta prestación a cargo de dicho Institu-
to. Estas modificaciones al reglamento 
de enfermedad general y maternidad se 
fundamentan en el Articulo 34 de la ley 
50 de 1990, el cual modificó el articulo 
236 del e.S.T. con el fin de consagrar el 
derecho a doce semanas de licencia re-
munerada por maternidad para las ma-
dres biológicas y para los adoptantes 
del menor de siete años de edad y, el 
derecho a licencia remunerada por pa-
temidad para el padre adoptante sin 
cónyuge o compañera permanente. 
El decreto 960 de 1991 aprobó el acuer-
do 053 de 1951 , del Instituto Colombia-
no de los Seguros Sociales. 
El Seguro Social reglamentó, a tra:,vés 
del sistema de 'Cruce de Cuentas, el 
reconocimiento y pago, por parte de los 
empleadores, de las prestaciones eco-
nómicas a cargo del 1.6.5. por concepto 
de incapacidades y licencias de mater-
nidad segun la resolución N9 1807 de 
1991. 
El decreto reglamentario 1174 de 1991 , 
nos habla del salario integral como 
suma convenida y la determinación del 
factor prestacional, entendiéndose que 
ésta es determinada libremente y por 
escrito entre el trabajador y el emplea-
dor; suma que será la base para las 
cotizaciones del Instituto de Seguros 
Sociales, la liquidación de las indemni-
zaciones por despido injusto y la remu-
neración por vacaciones. 
El factor prestacional para efectos tribu-
tarios se determinará con lo dispuesto 
en el articulo 26 del decreto 836 de 
1991 
El decreto reglamentario 1127 de 1991 
nos habla de fas contratos de trabajo a 
término fijo inferiores a un año, ,,:n ~uan­
to a su preaviso, renovación y limite de 
prórroga. 
El decreto reglamentario 11 ~7 d~ .1991 
también reglamentó la distrlbuClon de 
las dos horas de la jornada de trabajo 
semanal que por ley deben dest~narse 
a actividades deportivas, recreativas y 
de capacitación. y estableció que és~as 
podían acumularse hasta por un ano.; 
instituyendo que el empleador elaborara 
los programas que deban realiza~se 
para cumplir con lo redactado ant~rlor­
mente. y la asistencia de los traba/ado-
res a las actividades programadas por 
el empleador esde carácter obligatorio. 
El decreto 959 de 1991 estableció el 
subsidio familiar de vivienda para los 
trabajadores, y las condiciones para su 
olorgamiento, por parte de las cajas de 
compensación. la ley 49 de 1990 esta-
bleció la obligación de las cajas de com-
pensación familiar de constituir un fondo 
para el subsidio familiar de v!v~end~. la 
ley 3! de 1991 atribuyó al Ministerio de 
Desarrollo Económico, ejercer la direc-
ción y coordinación del sistema nacional 
de vivienda de interés social, y formular 
tas políticas y los planes a los cuales 
deben sujetarse las entidades que otor-
gan el subsidio lami/iar de vivienda. 
A través de la resolución 1672 de 1991 
el 1.6.6. reglamentó la responsabilidad y 
los procedimientos a seguir por los f~n­
cionarios de dicho Instituto, en relaCión 
con la expedición y transcripción de in-
capacidades en el Seguro Social, enten-
diéndose por incapacidad el estado de 
inhabilidad física o mental de un asegu-
rado al Instituto que le impide desempe-
ñar en forma lemporal o permanente su 
profesión u oficio habitual. 
El decreto 981 de 1991 establece por 
parte 0011.5.6. el seguro de enfermedad 
en general y maternidad. 
El Instituto extendió la cobertura de este 
seguro a los pensionados por jubilación 
de empleadores registrados ante el Ins-
tituto, no amparados por otra entidad de 
previsión social. El mencionado decreto 
aprobó en todas sus partes, el acuerdo 
N9 054 del 18 de marzo de 1991, ema-
nado del Consejo Nacional de Seguros 
Sociales Obligatorios. 
El decreto 758 de 1990 nos habla.de la 
sustitución pensional, establecle"?o 
que no solamente los. solteros(as) tie-
nen derecho a la penSión de su compa-
nero(a). El Conseja de Estado, por au~o 
del seis de mayo de 1991, suspendió 
provisionalmente la frase ",?ue sea sol-
tero o" contenida en el ArtICUlo 29 del 
acuerdo 049 de 1990 del 1.6.6., aproba-
do por el decreto anteriormente enun-
ciado. 
El decreto 1063 de 1991 expidió el régi-
men de las Sociedades Administrad~­
ras de Fondos de Cesantias; el presI-
dente de la Republica en virtud de las 
facultades que le confirió el artículo 109 
de la ley SO de 1990 legisló sobre ,,:sta 




exclusivo la administración y manejo de 
los fondos de cesantias. 
La ley SO de 1990 en su artrculo 99 
creó un nuevo régimen de cesantías 
para los trabajadores de la administra-
ción privada, el cual se aplica obligato-
riamente a los trabajadores vinculados 
por contrato de trabajo a partir de la 
fecha de vigencia de la Ley 50 o sea el 
19 de enero de 1991 , Y a los trabajadores 
antiguos que se acojan voluntariamente 
y por escrito a este nuevo régimen. 
El nuevo sistema tiene estas caracterís-
ticas : 
1. El 31 de diciembre de cada año, el 
empleador deberá realizar la liquida-
ción definitiva de la cesantía de los 
trabajadores amparados por este 
nuevo régimen, más la liquidación de 
sus intereses. 
2. El valor resultante de cesanlia debe-
rá ser consignado para su manejo e 
inversión en un fondo de cesantlas, 
el que el trabajador escoja antes del 
15 de febrero del año siguiente. la 
mora en hacer esta consignación 
causa a cargo del empleador saJa-
rios caidos proporcionales a los dlas 
de retardo. 
3. Trimestralmente se le acredita al tra· 
bajador en su cuenta individual los 
rendimientos obtenidos por sus 
aportes, rendimientos que no pue· 
den ser inferiores a la tasa efectiva 
promedio de captación de los bancas 
y corporaciones por certificados de 
depóSitos a término de 90 días, cer-
tificado por el Bancade la Rep(Jblica. 
4. El trabajador afiliado a un fondo de 
cesantías sólo podrá retirar las su· 
mas abonadas en su cuenta en tres 
casos: a la terminación del contrato 
de trabajo, para financiar vivienda 
propia del trabajador, y para financiar 
matriculas del trabajador, su cónyu-
ge, compai'lera(o) permanente y sus 
hijos, en entidades de educaciÓn su-
perior reconocidas por el Estado. 
5. los trabajadores antiguos que se 
acojan voluntariamente a este nuevo 
sistema deberán comunicar por es· 
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crito al respectívo empleador, con 
una participación no inferior a (1) un 
mes, la fecha a partir de la cual se 
acogen a dicho régimen. 
El empleador efectúa la liquidación de-
finitiva de la cesanlfa de estos trabaja· 
dores, junto con sus intereses legales 
hasta la fecha señalada por el trabaja· 
dor, sin entenderse que esto significa la 
terminación del contrato de trabajo. El 
valor liquidado por concepto de cesan-
tí a en el momento de acogerse al nuevo 
sistema debe ser consignado por el em-
pleador, en un fondo de cesantra que 
el trabajador escoJa, a más tardar el 15 
de lebrero del año siguiente, y el valor 
liquidado por concepto de intereses a 
la cesantía deberá entregarse al traba· 
jador dentro del mes siguiente a la fecha 
de la liquidación. 
6. De acuerdo con la ley 50 de 1990 
y los decretos reglamentarios 1063 
y 1176, de 1991 , lo que se demora 
el empleador enlre la fecha de liqui· 
daciórl y la consignación en el fondo 
de cesantías, al trabajador durante 
este tiempo se le debe reconocer por 
los rendimientos el mismo valor que 
le pagarla el fondo de cesantía. 
Todo trabajador particular vinculado 
mediante contrato de trabajo celebrado 
a partir del 19 de enero de 1991 deberá 
afiliarse a un fondo de cesantías, admi-
nistrado por una sociedad debidamente 
autorizada por la Superintendencia 
Bancaria. Antes del 31 de diciembre de 
1991 el trabajador le indicará al emplea· 
dor el fondo al cual desea afiliarse. Si 
no lo hace el empleador escoge el que 
legalmente esté funcionando y se lo co-
munica al trabajador. los londos de ce· 
santfas serán administrados por las so-
ciedades administradoras de fondos de 
cesantías, también llamadas adminis-
tradoras, tienen por objeto exclusivo la 
administración y manejo de los fondos 
de cesantías que se constituyan en de-
sarrollo de lo previslo en el articulo 99 
de la ley 50 de 1990. 
El decreto 1063 aclara que estas socie-
dades sólo podrán administrar un fondo 
de cesanlias. 
En cuanto a su constitución, el dec.re:to 
reglamentario dispone que las aqmlnls-
tradoras se constituirán con arreglo ~ 
las normas propias de loS estableci-
mientos bancarios, debiendo adoptar l~ 
forma de sociedad anónima o de entl' 
dad cooperativa. 
El capital mínimo para la constitución 
de una sociedad administradora no po-
drá ser inlerior a quinientos millones de 
pesos ($500.000.000). Este monto debe 
ajustarse anualmente en forma autom~­
tica, en el mismo sentido y ~rcentale 
en que varie ellndice de precios al con-
sumidor que suministre el Dane. 
la ley 50 de 1990 prevé que en las 
Juntas o Consejos Directivos de estos 
organismos habrá una representación 
paritaria de trabajadores y. ~mp~eado­
res, sin perjuiCiO de la partlclpa.clón de 
tos accionistas por derecho propIO, qUle· 
nes tienen derecho a elegir sus repre-
sentantes en proporción a su participa· 
clón en el capital social. 
las sociedades administradoras de lan-
das de cesantias se reglfán por la ley 
50 de 1990; lo dispuesto en el decreto 
1063 de 1991 ; en lo no preVisto, por la 
ley 45 de 1990, y las normas ~plicables 
a los establecimientos bancariOS. En 10 
no regulado por estas normas se~án 
aplicables las disposiciones del Códlg? 
de Comercio o la legislación cooperatl' 
va, según corresponda. 
Ellondo de cesantías es un patrimoniO 
autónomo, Independiente del de la so· 
ciedad administradora, constituido con 
el aporte del auxiliO de cesantía de los 
trabajadores afiliados al mismo. Ade-
más, tendrá como fuente de recursos 
los aportes voluntarios entregados. por 
los afiliados independientes, Y los Inte' 
reses, dividendos o cualquier otro ingre-
SO generado por los activos que integran 
el landa. 
El nuevo sistema de liquidación anual 
de cesantías y su manejo a través de 
los fondos introduce cambios en mate-
rial laboral y financiera. las innovacio-
nes laborales son fáciles de deducir y 
entender ; nos preocupan para la ~u­
ridad de los trabajadores las innov8C1Q-
nes financieras, pues éstas son diflciles 
de prever, Y no deseo que éstas C?Otri. 
buyan más tarde a e~ándalos naclo~a­
les, estatales, colombIanos o comerCia· 
les. 
